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 Con la evolución normativa de la contribución de obra prevista desde la Ley 104 
de 1993 y con los casos que se discuten ante la administración como ante la jurisdicción 
contenciosa administrativa, se ha identificado que la suscripción de contratos de obra 
bajo diferentes modalidades como concesión, fiducia pública, fiducia mercantil o por una 
entidad pública contratante con un régimen privado de contratación, puede generar la 
necesidad de que se preserve el recaudo mediante modificaciones legislativas, decretos 
o interpretaciones de las disposiciones normativas por parte de la doctrina de la Dian, de 
la Sala de Consulta y Servicio Civil como de la Sección Cuarta del Consejo de Estado.  
 
Así mismo, ante la ejecución de contratos de obra bajo un régimen público o 
privado de contratación, o bajo la modalidad del contrato de fiducia, surgen para los 
operadores de los contratos de obra, cuestionamientos en cuanto a la causación del 
hecho generador de la contribución de obra y a la calidad de agente retenedor del tributo.  
 
Se ha identificado que el análisis del hecho generador a partir de su evolución 
normativa, de las leyes del Congreso en el tránsito legislativo, como de la jurisprudencia 
de la Corte Constitucional en los análisis de constitucionalidad de las disposiciones 
legales que regulan la contribución de obra, son elementos de interpretación para la 






En este sentido, este trabajo tiene como objetivo realizar el estudio de dos casos 
frente al artículo 6 de la Ley 1106 de 2006 que prevé el hecho generador de la 
contribución de obra pública, el primero de ellos la suscripción de contratos de obra por 
parte de entidades fiduciarias voceras de fideicomisos constituidos por parte de 
entidades públicas con recursos públicos afectos a una finalidad específica. Por otra 
parte, los contratos obras suscritos con entidades públicas bajo un régimen privado de 
contratación.  Estos casos se identificaron a partir de una revisión de la jurisprudencia y 
doctrina del Consejo de Estado desde el año 2015 al 2021, años a partir de los cuales, 
las discusiones administrativas que surgieron con ocasión del artículo 6 de la Ley 1106 
de 2006 empezaron a resolverse por el órgano de cierre.  
 
Para el efecto, se abordará la evolución normativa de la contribución de obra 
pública desde la Ley 104 de 1993, la regulación del hecho generador de la contribución 
de obra desde el elemento objetivo y subjetivo; el contrato de fiducia pública, su 
regulación en Colombia, la fiducia constituida por entidades pública, los negocios que 
excepcionalmente crea la ley bajo patrimonios autónomos por medio de fiducia mercantil, 
así como el método de interpretación de los negocios fiduciarios y la aplicación del 
régimen de transparencia desde la doctrina española. Finalmente, se realizará el análisis 
de los dos casos señalados a la luz de la doctrina de la Sala de Servicio y Consulta Civil 
del Consejo de Estado, de los pronunciamientos de la Sección Cuarta del Consejo de 






CAPITULO I  
ANÁLISIS DEL HECHO GENERADOR DE LA CONTRIBUCIÓN DE OBRA PÚBLICA  
 
 
1.1 Antecedentes de la Contribución de Obra Pública 
 
 La contribución de obra pública surgió a partir del Decreto Legislativo 2009 de 
1992 expedido por el Gobierno Nacional con ocasión del estado de conmoción interior 
declarado mediante el Decreto 1793 de 1992. En ese momento, se adoptó la contribución 
de obra pública1 para fortalecer la eficacia de la fuerza pública como respuesta a la 
escalada terrorista del momento; estado de conmoción exequible de conformidad con el 
análisis de la Corte Constitucional a partir de la sentencia C-464 de 1993. En esta 
oportunidad el hecho generador previsto en la norma no contempló excepción alguna, 
en tanto gravó la suscripción de contratos de obra pública para la construcción y 
mantenimiento de vías.  
 
 Posteriormente, a partir del artículo 123 de Ley 104 de 1993 se introdujo por el 
Congreso la contribución de obra pública en los mismos términos del Decreto Legislativo 
2009 de 1992, tan solo, que en esta oportunidad se introdujo un parágrafo, en virtud del 
 
1 “Artículo 1: Todas las personas naturales o jurídicas que, a partir de la vigencia del presente Decreto, suscriban 
contratos de obra pública para la construcción y mantenimiento de vías con entidades de derecho público, o celebren 
contratos de adición al valor de los existentes, deberán pagar a favor de los entes territoriales respectivos, de acuerdo 
con el nivel al cual pertenezca la entidad pública contratante, una contribución equivalente al cinco por ciento (5%) 





cual, “La celebración o adición de contratos de concesión de obra pública no causará la 
contribución establecida en este capítulo”.  
 
 Dado que esta contribución se creó con una vigencia de 2 años, es que se ha 
explicado en parte la proliferación de disposiciones prorrogando la contribución y, a su 
vez, modificando aspectos del hecho generador con el objetivo de gravar, excluir o 
permitir que los municipios recibieran en mayor medida esta contribución, como se verá 
en este recuento normativo.  
 
 La Ley 104 de 1993 señaló que la contribución se invertiría en la realización de 
gastos destinados a la seguridad ciudadana, el bienestar social, la convivencia pacífica, 
y el desarrollo comunitario, respeto a los recursos que percibiría la Nación. En cuanto a 
las entidades territoriales, la ley señaló que se invertiría en fortalecer la dotación, el 
material de guerra, la reconstrucción de cuarteles, la compra de equipos de 
comunicaciones, las recompensas y, en general a todas aquellas inversiones sociales 
que permitan hacer presencia real del Estado (artículo 125). 
 
La Ley 241 de 26 de diciembre de 1995, prorrogó la Ley 104 por dos años e 
introdujo al finalizar el inciso que señala el hecho generador, que no se gravarían los 
contratos de construcción de vías terciarias y los de adición a éstos, así: “…, a excepción 
de los contratos de construcción de vías terciarias y los de adición a éstos”. Esta 






 La Ley 418 de 1997 la prorrogó por 2 años más y eliminó la excepción 
anteriormente señalada, manteniendo el hecho generador previsto en la Ley 104 de 
1993.  
 
 Posteriormente, la contribución se prorrogó por tres años, de acuerdo con lo 
dispuesto en la Ley 548 de 1999. Por su parte, la Ley 782 de 2002, en el artículo 37, 
modificó lo dispuesto en la Ley 418 de 1997, manteniendo el parágrafo que señala que 
no causará la contribución los contratos de concesión de obra pública, aunque introdujo 
una solidaridad en el pago de la contribución a cargo de los socios, copartícipes y 
asociados de los consorcios y uniones temporales que celebren los contratos de obra 
pública.  
 
 Fue hasta la expedición de la Ley 1106 de 2006 que el artículo 6, entre otros 
cambios, amplió el hecho generador con los contratos de concesión de obra pública y 
otras concesiones, para lo cual, el hecho generador vigente es el siguiente:  
 
“Todas las personas naturales o jurídicas que suscriban contratos de obra 
pública, con entidades de derecho público o celebren contratos de adición al 
valor de los existentes deberán pagar a favor de la Nación, Departamento o 
Municipio, según el nivel al cual pertenezca la entidad pública contratante una 
contribución equivalente al cinco por ciento (5%) del valor total del 





Las concesiones de construcción, mantenimiento y operaciones de vías de 
comunicación, terrestre o fluvial, puertos aéreos, marítimos o fluviales pagarán 
con destino a los fondos de seguridad y convivencia de la entidad contratante 
una contribución del 2.5 por mil del valor total del recaudo bruto que genere la 
respectiva concesión. 
Esta contribución sólo se aplicará a las concesiones que se otorguen o suscriban 
a partir de la fecha de vigencia de la presente ley” 
 
La vigencia prevista en la Ley 1106 de 2006 fue de cuatro años y se prorrogó 
expresamente mediante el artículo 1 de la Ley 1421 de 2010 por un período igual. La Ley 
1738 de 2014, en el parágrafo del artículo 8 determinó que el artículo 6 de la Ley 1106 
de 2006, es decir, la contribución de obra pública, tendría una vigencia de carácter 
permanente. 
 
 De la evolución normativa se observó que desde el año 1993 hasta el 2006 no se 
gravaron con la contribución los contratos de concesión de obras públicas. Posiblemente, 
ante el incremento del uso de esta figura y con ella la posibilidad de evitar la contribución 
se identificó la posibilidad de gravar los contratos de concesión de obra pública tal como 
finalmente lo hizo la Ley 1106 de 2006. Este hecho identifica que las figuras contractuales 
que surgen en el tiempo implican que la disposición normativa deba modificarse para 
cumplir con la finalidad de gravar la obra pública y cumplir a su vez con el principio de 
legalidad tributaria. Es lo que se ha identificado y es objeto de estudio en este trabajo, 





de obra por parte de entidades fiduciarias representantes de fideicomisos constituidos 
con fondos públicos pueden llegar a no estar gravados con la contribución de obra 
pública, en tanto la disposición normativa hoy no lo contempla, lo que puede generar en 
el mismo caso del contrato de concesión de obra, la posibilidad de evadir la causación 
de la contribución de obra pública. 
 
 En efecto, ante la ampliación del hecho generador previsto en el artículo 6 de la 
Ley 1106 de 2006, la Corte Constitucional en la sentencia C-1153 del 26 de noviembre 
de 2008 señaló que los antecedentes normativos revelan que el propósito de la 
ampliación del hecho gravado fue además de recaudar mayores recursos para la 
seguridad pública, “evitar la elusión de la contribución que venía presentándose mediante 
el recurso de contratar la obra pública bajo la figura de “concesión”. En este sentido, el 
objetivo del artículo 6 de la Ley 1106 fue gravar todos los contratos de obras públicas 
entre ellos, las concesiones.  
 
 En este sentido, en el Informe de Ponencia para Segundo Debate al Proyecto de 
Ley 24 de 2006 Senado, 107 de 2006 Cámara, el Congreso señaló que el artículo 6 
eliminó la excepción respecto a los contratos de concesión con el objetivo de gravar 
todos los contratos de obra. Así mismo, señaló que la ley pretendía dar la posibilidad a 
todos los municipios de recibir recursos por la contribución, al suprimir del hecho 
generador la calificación de “construcción y mantenimiento de vías” dado que los 
municipios de cuarta, quinta y sexta categoría no recibían entonces participación alguna 






Afirmó el Congreso la existencia de evasión de la contribución al señalar que “La 
evasión de la contribución del 5%, por la celebración de contratos de concesión, es una 
práctica reiterativa en el panorama nacional durante los últimos años, que vulnera el 
derecho colectivo a la seguridad ciudadana consagrado en la Constitución”.  
 
 De conformidad con la ponencia citada, el legislador identificó evasión de la 
contribución a partir de la figura del contrato de concesión, lo que implica que es 
importante tanto para el legislativo, como para el ejecutivo como para la jurisdicción 
contenciosa aplicar la disposición normativa con la finalidad de gravar el contrato de obra 
sin que existan instrumentos jurídicos que por una interpretación restrictiva de la 
disposición permita que contratistas no aporten la contribución de obra pública. 
 
De la evolución normativa se observa que la intención del legislador ha sido 
aumentar el recaudo gravando todos los contratos de obra pública sin excepción, y en 
ese sentido, evitar que exista la posibilidad, con ocasión de algunos instrumentos 
contractuales como la concesión, de que no se cause la contribución de obra.  
 
 Justamente bajo la premisa anterior, respecto a supuestos en donde posiblemente 
no se causa la contribución, este trabajo pretende identificar dos casos que han sido 
revisados por la jurisdicción contencioso administrativa que por sus elementos y 
supuestos de hecho han suscitado controversias respecto a la causación del hecho 





entidades fiduciarias como voceras y representantes de patrimonios autónomos 
constituidos por entidades públicas y, los contratos de obra suscritos por contratistas con 
Ecopetrol bajo un régimen privado de contratación.  
 
 Para tal efecto, se realizará a continuación la revisión normativa de la contribución 
de obra desde el elemento subjetivo y objetivo del hecho generador 
1.2 Los elementos objetivo y subjetivo del hecho generador 
 
 Por mandato constitucional previsto en el artículo 338 de la Constitución Política 
la configuración legal de los tributos debe contener todos los elementos de la obligación 
tributaria. En el caso de la contribución de obra el artículo 6 de la Ley 1106 de 2006, 
prevé como hecho generador de la contribución de los contratos de obra pública, el 
siguiente supuesto:  
 
“Todas las personas naturales o jurídicas que suscriban contratos de obra 
pública, con entidades de derecho público o celebren contratos de adición al 
valor de los existentes deberán pagar a favor de la Nación, Departamento o 
Municipio, según el nivel al cual pertenezca la entidad pública contratante una 
contribución equivalente al cinco por ciento (5%) del valor total del 
correspondiente contrato o de la respectiva adición” 
 
 El artículo 6 de la Ley 1106 de 2006 que estableció la contribución de obra pública 





de noviembre de 2008, con lo cual, la contribución se encuentra vigente y de conformidad 
con el ordenamiento jurídico de orden constitucional.  
 
 Respecto al elemento subjetivo la disposición establece como sujeto activo de la 
contribución a la Nación, el departamento o el municipio, según el nivel de la entidad 
pública contratante. Por su parte, respecto al sujeto pasivo de la contribución señala la 
disposición que corresponde a las personas naturales o jurídicas contratistas de obras 
públicas. 
 
En cuanto al sujeto pasivo, la Corte Constitucional en sentencia de 
constitucionalidad C-1153 de 2008, estudió la demanda de inconstitucionalidad 
presentada contra el artículo 6 de la Ley 1106 de 2006, por generar un tratamiento 
desigual, desproporcionado, innecesario o irrazonable entre los contratistas que 
suscriben contratos con entidades públicas respecto a los que suscriben contratos con 
entidades privadas. El cargo de nulidad señaló que: 
 
“tratándose de empresas que compiten entre sí, como lo son las empresas 
públicas y privadas de servicios públicos domiciliarios, resulta contrario al 
derecho a la igualdad y a la libre competencia el obligar sólo a los contratistas 
de las de carácter público a incluir un costo adicional -el impuesto de guerra -, 






 Este último aspecto constituye un asunto de desigualdad, en tanto, la ley no señala 
el traslado de la obligación al usuario del servicio.  
 
 Al respecto la Corte Constitucional concluyó que la ley no confiere un trato 
discriminatorio por cuanto los contratistas privados no están en la misma situación 
jurídica de los contratistas públicos, pues los primeros no celebran contratos de obras 
públicas. Adicionalmente señaló la Corte que tampoco se encuentran en la misma 
situación fáctica, puesto “que la posibilidad que tienen los particulares de contratar con 
entidades públicas configura un verdadero privilegio económico para dichos contratistas, 
que no resulta equiparable con la contratación común entre particulares regida por el 
derecho privado”.  
 
 Nótese que según el análisis de la Corte no se vulnera el principio de igualdad 
pues la contratación con una entidad pública genera un privilegio económico para el 
contratista, el cual, no se puede comparar con una contratación con un particular que se 
rige por el derecho privado. En este sentido, el punto diferenciador para la Corte es que 
la contratación con particulares regida por el derecho privado no es comparada con el 
privilegio económico de contratar con una entidad pública. Respecto a este aspecto del 
hecho generador, se identifica el caso en donde un contratista de derecho privado, en 
tanto, es el régimen de contratación aplicable, se encuentra o no sujeto a la contribución 






 Respecto al elemento objetivo del hecho generador, el aspecto material, según el 
artículo 6 de la Ley 1106 corresponde a la suscripción de contratos de obra pública con 
entidades de derecho público. 
 
 La Sección Cuarta del Consejo de Estado señaló en sentencia del 22 de febrero 
de 2018, exp. 22536, CP: Stella Jeannette Carvajal, que el hecho generador de la 
contribución de obra se compone de dos elementos, un elemento objetivo y un elemento 
subjetivo. El primero de ellos, corresponde a la suscripción de un contrato de obra pública 
definido en el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, y el segundo, que el contrato sea 
celebrado por una entidad de derecho público.  
 
 Respecto a la naturaleza de un contrato como contrato estatal, la Sección Tercera 
del Consejo de Estado ha señalado que la noción de contrato estatal se encuentra dada 
por la calidad pública de la entidad que lo suscriba. En este sentido, adopta un criterio 
orgánico para establecer la naturaleza estatal de un contrato, en tanto, señala que 
“adquiere relevancia en este punto la naturaleza de cada entidad, por lo cual, si se 
considera que determinado ente es estatal, por contera habrá de concluirse que los 
contratos que celebre deberán tenerse como estatales”. (Sentencia del 13 de febrero de 
2013, exp. 24996.)  
 
 Así mismo, esta Sección del Consejo de Estado señala que cuando existen 
regímenes especiales de contratación para algunas entidades públicas, los contratos 





estatales todos los contratos que celebren las entidades del estado”. (Sentencia del 13 
de julio de 2016, exp. 55080) 
 
 En cuanto al contrato de obra pública, la Corte Constitucional se pronunció sobre 
este aspecto en el análisis de constitucionalidad previsto en la sentencia C-1153 ibidem. 
El accionante argumentó que el artículo 6 de la Ley 1106 de 2006 no determinaba el 
hecho generador respecto a qué se entiende por contrato de obra pública. Al respecto, 
la Corte señaló que existe cierto grado de imprecisión en la definición del artículo 6 en 
cuanto al hecho generador, pero que tal circunstancia, no configura un vicio de 
inconstitucionalidad, en tanto, si bien la noción de obra pública no aparece determinada 
sí es determinable a partir de la norma. Por lo tanto, para la Corte no existió falta de 
claridad ni certeza insuperable en la definición del hecho gravado, preservando la 
disposición las exigencias del principio de legalidad tributaria. 
 
 En este sentido, la Corte señaló que “se infiere que los contratos de obra pública a 
que alude la disposición acusada no pueden ser sino los mismos contratos de obra 
(simplemente de obra) a que se refiere el artículo 32 del Estatuto de contratación 
administrativa”.” 
 
 Por lo señalado por la Corte, el contrato de obra pública corresponde al contrato 
previsto en el numeral 1 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, el cual señala que “Son 
contratos de obra los que celebren las entidades estatales para la construcción, 





material sobre bienes inmuebles, cualquiera que sea la modalidad de ejecución y pago”. 
En este sentido, con esta afirmación se puede entender que, en virtud del análisis de 
constitucionalidad de la Corte, los contratos de obra gravados con la contribución son 
los contratos correspondientes al numeral 1 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993. Por lo 
tanto, surge en este punto también el caso en donde el contrato se ha suscrito con una 
entidad pública, pero con un régimen privado de contratación, es decir, un contrato que 
no corresponde al contrato de obra previsto en el artículo 32 de la Ley 80.  
 
 Respecto al caso planteado, el Consejo de Estado por medio de la Sentencia de 
Unificación del 25 de febrero de 2020, exp. 22473, MP. William Hernández Gómez, la 
cual, será objeto de análisis más adelante, ante el vacío normativo que la Corte 
Constitucional trató de zanjar, pero que inevitablemente fue objeto de litigios ante la 
jurisdicción contenciosa administrativa por cuanto, existen contratos de obra civil 
suscritos con entidades pública bajo el régimen privado de contratación, unificó la 
jurisprudencia respecto a los contratos de obra pública cuando se celebran con entidades 
públicas sujetas a un régimen especial de contratación, para lo cual, fijó como regla que 
“Para determinar si se realiza el hecho generador de la contribución de los contratos de 
obra pública no es determinante el régimen contractual de la entidad que celebre el 
contrato de obra pública, sea el general de la Ley 80 de 1993 o un régimen exceptuado”. 
 
 Ahora, en cuanto a la calidad de entidad pública contratante si bien no 
corresponde al sujeto activo o pasivo, es determinante para establecer si se causa la 





agente de retención de la contribución, y en esa medida las obligaciones y deberes 
formales. En este sentido, respecto a la calidad de entidad pública contratante 
corresponde a la calificación que realiza el artículo 2 de la Ley 80 de 1993, en donde, se 
denominan entidades estatales las siguientes: 
 
“a) la Nación, las regiones, los departamentos, las provincias, el distrito capital y 
los distritos especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, 
los territorios indígenas y los municipios; los establecimientos públicos, las 
empresas industriales y comerciales del Estado, las sociedades de economía 
mixta en las que el Estado tenga participación superior al 50%, así como las 
entidades descentralizadas indirectas y las demás personas jurídicas en las que 
exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera sea la denominación 
que ellas adopten, en todos los órdenes y niveles”. 
 
 Surge del artículo 2 de la Ley 80, un interrogante en el caso de los patrimonios 
autónomos que son creados por la ley con personería jurídica bajo fiducia mercantil, pues 
podrían considerarse una entidad estatal, en tanto, este artículo señala que son 
entidades públicas las “personas jurídicas en las que exista dicha participación pública 
mayoritaria, cualquiera sea la denominación que ellas adopten, en todos los órdenes y 
niveles”. En este sentido, este es un aspecto a considerar para efectos de determinar si 
se causa la contribución de obra pública, en el caso de los contratos suscritos por 
entidades fiduciarias como voceras de patrimonios autónomos que la ley les otorgó 






Ahora, respeto al aspecto cuantitativo del elemento objetivo del hecho generador 
la tarifa corresponde al 5% y la base gravable será el valor total del correspondiente 
contrato o adición.  
 
En cuanto al aspecto espacial del elemento objetivo este será determinado por el nivel 
al cual pertenezca la entidad pública contratante, es decir, nacional, departamental o 
municipal.  
 
Respecto a la retención en la fuente, de conformidad con el artículo 121 de la Ley 418 
de 19972, y según doctrina del Ministerio de Hacienda y Crédito Público (Concepto No 1-
2015-062376 del 6 de agosto de 2015), bajo el supuesto que la entidad pública 
contratante no es la beneficiaria directa del recurso y simplemente efectúa el recaudo de 
la contribución a través de la retención en la fuente, la norma establece que deberá 
consignar a órdenes de la Nación o la entidad territorial respectiva, dependiendo al nivel 
al que pertenezca la entidad pública contratante. En este sentido, el recaudo se hará 
efectivo mediante la retención que debe practicar la entidad pública contratante, 
aplicando la tarifa del 5% sobre el valor de cada pago correspondiente el contrato. 
 
Este punto de la retención en la fuente permite identificar que la entidad pública 
contratante no se encuentra dentro del hecho generador como sujeto activo, sino como 
 
2 “la entidad pública contratante descontará el cinco por ciento (5%) del valor del anticipo, si lo hubiere, y de cada 






la entidad que suscribe el contrato de obra gravado y, a su vez, adquiere la calidad de 
agente de retención, con lo cual, surge para esta entidad una obligación de recaudo ante 
la nación, el departamento, o el municipio dependiendo la calidad de la entidad 
contratante. En este sentido, ante el incumplimiento del deber de retener, en este caso 
la entidad pública contratante debe responder por la suma a retener, así como las 
correspondientes sanciones o multas, de conformidad con el artículo 370 del Estatuto 
Tributario, así lo ha señalado el Consejo de Estado en las sentencias del 25 de marzo 
de 2021, exp. 23290, CP: Stella Jeannette Carvajal y del 9 de mayo de 2013, exp. 19022, 
C.P. Martha Teresa Briceño de Valencia.  
 
 De conformidad con el Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo del 
Interior nro. 1066 de 2015, esta contribución tiene como finalidad el financiamiento de la 
seguridad, por tanto, según el artículo 2.7.1.1.3 estos recursos son destinados al Fondo 
Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana – FONSECON, fondo que administra 
el Ministerio del Interior.  
 
 En conclusión, el contrato de obra pública previsto en el artículo 32 de la 
Ley 80, suscrito por una entidad del orden nacional, departamental o municipal, está 
gravado con la contribución de obra, y procede por parte de la entidad contratante 
(nacional, departamental y municipal) retener el valor y trasladarlo al FONSECON - 






Por su parte, el artículo 121 de la Ley 418, señala que la copia del correspondiente 
recibo de consignación deberá ser remitido por la entidad pública al Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, Unidad Administrativa de Impuestos y Aduanas Nacionales 
o la respectiva Secretaría de Hacienda de la entidad territorial, dependiendo de cada 
caso.  
 
Estas disposiciones generan el interrogante sobre cuál es la entidad competente 
para ejercer las funciones de determinación, liquidación y cobro de la contribución de 
obra. Sobre este punto el Consejo de Estado se pronunció en profusos pronunciamientos 
señalando que la DIAN dentro del proceso de determinación cumplió con el debido 
proceso y derecho de defensa (sentencias del 25 de febrero de 2020, exp. 22473, CP: 
William Hernández Gómez; del 25 de marzo de 2012, exp. 23328, CP: Myriam Stella 
Gutiérrez; del 18 de marzo de 2021, exp. 23207, CP: Stella Jeannette Carvajal; del 15 
de abril de 2021, exp. 23718, CP: Myriam Stella Gutiérrez; del 15 de abril de 2021, exp. 
23635, CP: Milton Chávez García). 
 
En este sentido, hasta este punto se ha abordado el elemento subjetivo y objetivo 
del hecho generador junto con los fundamentos normativos y los pronunciamientos 
jurisprudenciales que han delimitado estos aspectos, así como la identificación de 
supuestos de hechos que generan interrogantes en la causación del hecho generador 
de la contribución de obra pública, aspectos teóricos de estos supuestos que se 
abordarán a continuación, para en el último capítulo realizar el análisis de los casos 







CONTRATO DE FIDUCIA PÚBLICA 
 
2.1 Regulación del contrato de fiducia pública en Colombia 
 
 Esta figura fue introducida en el ordenamiento jurídico a través del artículo 32 de 
la Ley 80 de 1993. Sin embargo, la adopción de esta figura para la contratación pública 
contiene varias limitaciones, en tanto, previo a la Ley 80, las entidades públicas mediante 
la realización de la contratación derivada de la fiducia adquirieron bienes y servicios, así 
como la ejecución de obras sin los trámites previstos en el Decreto Ley 222 de 1983. 
(Rengifo, 2012, p. 243) 
 
La Oficina Jurídica de la Contraloría General de la República en concepto del 30 
de septiembre de 1988 señaló en contra de la fiducia en el sector público que la entidad 
fiduciaria tendría calidades de ejecutor del presupuesto público trasgrediendo las normas 
de ordenación y ejecución del gasto dentro de las entidades públicas. Y adicionalmente, 
que con los contratos de fiducia se vulneraban las normas de la contratación pública, en 
tanto, el régimen aplicable pasaba a ser el privado correspondiente a las disposiciones 
de la fiducia mercantil.  
 
 Por su parte, GÓMEZ LEE quien explica el marco de gestión fiduciaria en la obra 
“Control Fiscal y la Gestión de las Entidades Fiduciarias”, señaló que el nuevo marco que 





eficiente, eficaz, económica y transparente (Gómez, 2014, p. 18). En este sentido, la 
insuficiencia por parte del Decreto Ley 222 en la regulación de la fiducia, y los límites 
introducidos por parte de la Ley 80 de 1993, procuran la gestión señalada por este autor, 
lo cual, puede ser objeto de estudio tras varias décadas de vigencia y sobre todo por las 
autorizaciones legales en aumento en donde las entidades públicas pueden constituir 
fondos para la ejecución de recursos públicos afectos a una finalidad específica.  
 
 El numeral 5 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 (con las modificaciones de la 
Ley 1150 de 2007) reguló el contrato de fiducia pública y encargos fiduciarios, de la 
siguiente manera:  
 
“5o. Encargos Fiduciarios y Fiducia Pública. 
Los encargos fiduciarios que celebren las entidades estatales con las sociedades 
fiduciarias autorizadas por la Superintendencia Bancaria, tendrán por objeto la 
administración o el manejo de los recursos vinculados a los contratos que tales 
entidades celebren. Lo anterior sin perjuicio de lo previsto en el numeral 20 del 
artículo 25 de esta ley. 
 
 Los encargos fiduciarios y los contratos de fiducia pública sólo podrán 
celebrarse por las entidades estatales con estricta sujeción a lo dispuesto en el 
presente estatuto, únicamente para objetos y con plazos precisamente 
determinados. En ningún caso las entidades públicas fideicomitentes podrán 





celebren en desarrollo del encargo o de la fiducia pública, ni pactar su 
remuneración con cargo a los rendimientos del fideicomiso, salvo que éstos se 
encuentren presupuestados. 
 
 Los encargos fiduciarios y los contratos de fiducia mercantil que a la fecha 
de promulgación de esta ley hayan sido suscritos por las entidades estatales, 
continuarán vigentes en los términos convenidos con las sociedades fiduciarias. 
 
 La selección de las sociedades fiduciarias a contratar, sea pública o 
privada, se hará con rigurosa observancia del procedimiento de licitación o 
concurso previsto en esta ley. No obstante, los excedentes de tesorería de las 
entidades estatales, se podrán invertir directamente en fondos comunes ordinarios 
administrados por sociedades fiduciarias, sin necesidad de acudir a un proceso 
de licitación pública. 
 
 Los actos y contratos que se realicen en desarrollo de un contrato de fiducia 
pública o encargo fiduciario cumplirán estrictamente con las normas previstas en 
este estatuto, así como con las disposiciones fiscales, presupuestales, de 
interventoría y de control a las cuales esté sujeta la entidad estatal fideicomitente. 
 
Sin perjuicio de la inspección y vigilancia que sobre las sociedades 
fiduciarias corresponde ejercer a la Superintendencia Bancaria y del control 





Contralorías Departamentales, Distritales y Municipales sobre la administración 
de los recursos públicos por tales sociedades, las entidades estatales ejercerán 
un control sobre la actuación de la sociedad fiduciaria en desarrollo de los 
encargos fiduciarios o contratos de fiducia, de acuerdo con la Constitución Política 
y las normas vigentes sobre la materia. 
 
La fiducia que se autoriza para el sector público en esta ley, nunca implicará 
transferencia de dominio sobre bienes o recursos estatales, ni constituirá 
patrimonio autónomo del propio de la respectiva entidad oficial, sin perjuicio de las 
responsabilidades propias del ordenador del gasto. 
 
A la fiducia pública le serán aplicables las normas del Código de Comercio 
sobre fiducia mercantil, en cuanto sean compatibles con lo dispuesto en esta ley. 
 
So pena de nulidad no podrán celebrarse contratos de fiducia o subcontratos en 
contravención del artículo 355 de la Constitución Política. Si tal evento se diese, 
la entidad fideicomitente deberá repetir contra la persona, natural o jurídica, 
adjudicataria del respectivo contrato. 
 
Parágrafo 1º. Los Contratos que celebren los Establecimientos de Crédito, 
las compañías de seguros y las demás entidades financieras de carácter estatal, 





Administración Pública y se regirán por las disposiciones legales y reglamentarias 
aplicables a dichas actividades. 
 
En todo caso, su actividad contractual se someterá a lo dispuesto en el 
artículo 13 de la presente ley”. (Subrayado fuera del texto) 
 
 Respecto a las características relevantes de cada figura prevista en el numeral 5 
del artículo 32 acabado de citar, en este aspecto la Sala de Consulta y Servicio Civil del 
Consejo de Estado en concepto del 4 de marzo de 1998, exp. 1074, CP: César Hoyos 
Salazar conceptuó sobre la aplicación de la fiducia pública y el encargo fiduciario y señaló 
los siguientes elementos o características de estos negocios fiduciarios:  
 
“Los encargos fiduciarios, figura en la cual no hay transferencia de la propiedad 
de los bienes fideicomitidos. La ley 80 de 1993 la autoriza solamente para 
administrar o manejar los recursos vinculados a contratos que las entidades 
estatales celebren (art. 32-5 inc. 3.°), lo cual se encuentra en consonancia con 
la disposición según la cual los pagos correspondientes a los contratos 
celebrados por las entidades para la prestación de los servicios de salud, se 
pueden hacer mediante encargos fiduciarios (art. 24-1.° letra l) y con aquella que 
establece que los fondos destinados a la cancelación de obligaciones derivadas 







La llamada fiducia publica no implica transferencia de dominio sobre los bienes 
o recursos estatales, ni constituye tampoco un patrimonio autónomo, distinto del 
propio de la entidad estatal (art. 32-5.° inc. 8.°). De manera excepcional, la misma 
ley 80 prevé en el artículo 41 parágrafo 2° inciso 2° la constitución de patrimonios 
autónomos.” 
 
 Así mismo, a partir del numeral 5 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, la 
Superintendencia Financiera en la Circular Básica Jurídica señala que, los negocios 
fiduciarios que se celebren con las entidades públicas señaladas en el numeral 1 del 
artículo 2 de la Ley 80 de 1993 en calidad de fideicomitentes son “única y exclusivamente 
contratos de fiducia pública y encargos fiduciarios”. Es decir, de conformidad con la 
Superintendencia las sociedades fiduciarias no pueden celebrar ningún otro tipo de 
negocio fiduciario con una entidad estatal.  
 
 Señala la Superintendencia en la Circular referenciada que deben tenerse en 
cuenta las siguientes restricciones y limitaciones a las cuales se hallan sujetos los 
negocios fiduciarios suscritos por las entidades públicas en fiducia pública o encargos 
fiduciarios: 
 
“En ningún caso y por ningún motivo, las entidades estatales pueden utilizar el 
esquema fiduciario para delegar en las sociedades fiduciarias el cumplimiento de 





contratos que deban celebrarse en desarrollo de la finalidad señalada en el acto 




Al tenor de lo dispuesto en los incisos 1 del art. 13 y 1 y 8 del art. 32, numeral 5, 
de la Ley 80 de 1993, respectivamente, en relación con los contratos de fiducia 
pública y encargo fiduciario aplican las disposiciones del C.Cio que regulan el 
contrato de fiducia mercantil en cuanto no sean incompatibles con lo previsto en 
dicha ley. Tal es el caso de los arts. 1227, 1228, 1231, 1232, 1233 (en lo 
pertinente), 1234, 1235, 1236 y 1239 a 1244.” 
 
 La Circular señala dos casos excepcionales en donde la ley ha autorizado la 
constitución de patrimonios autónomos bajo fiducia mercantil, lo cuales, corresponde a 
la conformación de patrimonios autónomos necesarios para la estructuración de 
procesos de titularización (parágrafo 2 del art. 41 de la Ley 80 de 1993), así como, a los 
municipios para promover el ordenamiento de su territorio, el uso equitativo y racional 
del suelo, la preservación y defensa del patrimonio ecológico y cultural localizado en su 
ámbito territorial, el artículo 36 de la Ley 388 de 1997 les permite celebrar contratos de 
fiducia con sujeción a las reglas generales y del derecho comercial.  
 
 La Corte Constitucional ante el análisis de constitucionalidad del numeral 5 del 





problema jurídico de si la regulación del contrato de fiducia en la Ley 80 de 1993, 
desnaturaliza el contrato de fiducia mercantil establecido en el ordenamiento jurídico 
colombiano, la Corte señaló que en los negocios previstos en el numeral 5 del artículo 
32 de la Ley 80, corresponden a: 
 
“un contrato autónomo e independiente, más parecido a un encargo fiduciario 
que a una fiducia (por el no traspaso de la propiedad, ni la constitución de un 
patrimonio autónomo), al que le serán aplicables las normas del Código de 
Comercio sobre fiducia mercantil, en cuanto sean compatibles con lo dispuesto 
en esta ley.”  
 
 En conclusión, a partir de las disposiciones referenciadas, se observa que en el 
ordenamiento jurídico existe la posibilidad por parte de las entidades públicas de 
constituir encargos fiduciarios y suscribir contratos de fiducia pública. Así mismo, como 
se desarrollará en el siguiente acápite, las entidades públicas por expresa autorización 
legal en casos excepcionales pueden constituir patrimonios autónomos con la aplicación, 
en todos estos negocios, de las disposiciones del Código de Comercio sobre fiducia en 
lo que sea aplicable. 
 
2.2 La fiducia mercantil aprobada legalmente y constituida por entidades públicas 
 
 La Constitución Política de 1991, en su artículo 352 estableció que correspondería 





contratar”. Esta disposición constitucional puede ser el fundamento para la cantidad de 
disposiciones legales que surjan cada vez permitiendo la constitución de patrimonios 
autónomos por parte de entidades públicas bajo fiducia mercantil y con personería 
jurídica, aun cuando la Corte Constitucional señaló que los negocios fiduciarios suscritos 
por las entidades públicas únicamente son los previstos en el artículo 32 de la Ley 80 de 
1993. 
 
Lo anterior, si bien constituye una excepción cada vez se generaliza para la 
operación y ejecución de recursos por las entidades públicas aun cuando han generado 
problemáticas en su ejecución desde el punto de vista fiscal y, específicamente respecto 
a la contribución de obra pública, en cuanto a la causación del hecho generador, es decir, 
al establecer quién es la entidad que suscribe el contrato y si esta es una entidad de 
derecho público, por ejemplo, si la entidad fiduciaria contratante hace parte del artículo 
2 de la Ley 80, o si debe existir una transparencia desde la naturaleza del fideicomitente 
y su posible calidad como entidad pública contratante. Así mismo, en el caso de los 
patrimonios autónomos si estos constituyen una entidad pública al contar con personería 
jurídica según la ley y, por tanto, ser considerados como la entidad pública contratante. 
Todos los supuestos anteriores, desembocan en la calidad de agente retenedor y en las 
obligaciones sustanciales y formales propios de esta calidad. 
 
 A continuación, una revisión general de algunas de las normas que consagran 







Ley 143 de 1994. Esta ley establece el régimen de las actividades de generación, 
interconexión, transmisión, distribución y comercialización de electricidad en el territorio 
nacional. La Comisión de Regulación de Energía y Gas, cuya naturaleza jurídica es la de 
Unidad Administrativa Especial del Ministerio de Minas y Energía. Esta entidad cuenta 
con la potestad de manejar sus recursos presupuestales y operar a través de la 
celebración de un contrato de fiducia mercantil suscrito entre el Ministerio de Minas y 
Energía y una fiduciaria, el cual se someterá a las normas de derecho privado, así como 
los actos que se realicen en desarrollo del respectivo contrato de fiducia (art. 21). En este 
caso, por ejemplo, ante la suscripción de contratos de obra por parte de la entidad 
fiduciaria, podría este contrato no estar gravado con la contribución, si la entidad 
fiduciaria no corresponda a una entidad pública. Por otra parte, al considerar la calidad 
de la entidad fideicomitente aplicando la transparencia del negocio fiduciaria se podría 
estar ante el Ministerio de Minas y Energía como entidad pública contratante de la obra 
pública y, por tanto, se causaría la contribución y el Ministerio tendría la calidad de agente 
de retención. Ante este caso, surge otro interrogante y es quien ostenta las obligaciones 
formales de la retención en la fuente al operar bajo un contrato de fiducia.  
 
Ley 1286 de 2009. Fortalecimiento del Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología y 
de COLCIENCIAS. Esta ley crea el fondo nacional de financiamiento para la ciencia, la 
tecnología y la innovación, cuyos recursos se manejan a través de un patrimonio 
autónomo que se origina con la suscripción de un contrato de fiducia mercantil por parte 





COLCIENCIAS. De igual forma, ante este caso, estamos ante un contrato de fiducia 
mercantil en donde el fideicomitente es una entidad pública COLCIENCIAS. 
 
Ley 1537 de 2012. Normas tendientes a la facilitación y promoción del desarrollo 
urbano y el acceso a la vivienda. De acuerdo con el artículo 6, los recursos destinados 
en el Presupuesto General de la Nación para proyectos de vivienda de interés prioritario 
podrán ser administrados a través de patrimonios autónomos a través de la celebración 
de contratos de fiducia mercantil en donde la selección y contratación del fiduciario se 
rige exclusivamente por las normas de derecho privado. En este caso, se observa 
además que la ley otorga la posibilidad de contratar a la entidad fiduciaria a partir de un 
régimen de contratación privada y no bajo la Ley 80 de 1993.  
 
Ley 1558 de 2012. Se crea el Fondo Nacional de Turismo (FONTUR) y se constituye 
como patrimonio autónomo con personería jurídica cuya función principal es el recaudo, 
la administración y ejecución de sus recursos (art. 21). Este es uno de los casos, que se 
han señalado en cuanto a la constitución de patrimonio autónomo con personería 
jurídica, en donde, para efectos de la causación de la contribución, posiblemente no se 
tendría que revisar la calidad del fideicomitente, sino por el contrario, establecer si el 
patrimonio autónomo con personería jurídica se encuentra dentro del artículo 2 de la Ley 
80 como entidad estatal dentro del siguiente renglón: “personas jurídicas en las que 
exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera sea la denominación que ellas 







 Con se observa, estas disposiciones que habilitan la gestión de las entidades 
públicas a través de patrimonios autónomos bajo la constitución de fiducia mercantil no 
profundizan en la constitución o en la naturaleza del negocio fiduciario ni en el alcance 
respecto a las obligaciones tributarias, así como a las responsabilidades fiscales y 
disciplinarias.  
 
 Adicionalmente, dado que la Ley 80 de 1993 establece que se aplicarán las 
disposiciones mercantiles previstas en el Código de Comercio respecto a la fiducia 
mercantil (artículos 1226, 1227 y 1233) en lo que corresponda, se puede concluir que los 
patrimonios autónomos constituidos con recursos públicos, cuentan con capacidad para 
contratar en cumplimiento de la finalidad perseguida. Lo anterior, es posible sustento 
para establecer que el patrimonio autónomo tiene la calidad de entidad pública al contar 
con capacidad para contratar de conformidad con el literal b) del numeral 1 del artículo 2 
de la Ley 80 de 1993 que señala que son entidades públicas “en general, los organismos 
o dependencias del Estado a los que la ley otorgue capacidad para celebrar contratos”. 
En este sentido, lo patrimonios autónomos serían las entidades públicas contratantes y, 
por tanto, los agentes de retención, sin lugar a aplicar la transparencia respecto a la 
naturaleza en la entidad fideicomitente.  
 
2.3 Naturaleza jurídica de los recursos fideicomitidos 
 
 La configuración del patrimonio autónomo no modifica la naturaleza pública de los 





Superintendencia Financiera de Colombia, en tanto, en el Capítulo I, Título II, Parte II, 
señala que la naturaleza pública del recurso se mantiene pese a la transferencia al 
fiduciario en tanto proviene de una entidad pública que ha suscrito el acto constitutivo. 
 
 Ha señalado el Consejo de Estado que si bien los bienes fideicomitidos tienen una 
destinación específica no son bienes acéfalos del patrimonio de la entidad pública 
fideicomitente, en tanto, “las normas legales definen quién es el titular del patrimonio 
autónomo, de manera que resulta afecto a una finalidad especial de índole legal que lo 
hace ajeno a los demás activos del titular, pero nunca acéfalo”.  
  
En este sentido, si bien los recursos públicos entregados de fiducia, se encuentran 
afectos a una finalidad específica, no salen del dominio ni de la titularidad de la entidad 
fideicomitente. 
 
2.4 Los negocios fiduciarios, método de interpretación y régimen de transparencia 
 
 Uno de los problemas planteados en el presente trabajo tiene que ver con la 
causación del hecho generador de la contribución de obra pública respecto a los 
contratos de obra suscritos en el marco de un negocio de fiducia y entendiendo que en 
el derecho tributario colombiano (artículo 102 ET) ante las implicaciones tributarias en 
los negocios fiduciarios opera el fenómeno de la transparencia fiscal, como lo ha 
reconocido también la jurisprudencia (sentencia del 22 de abril de 2021, exp. 20968, CP: 





tributaria en cuanto a la imputación de la causación del hecho generador por la calidad 
de la entidad pública fideicomitente del patrimonio autónomo, así como, por la naturaleza 
de los recursos públicos. Por esa razón, a continuación, se abordará doctrina que ha 
identificado los problemas jurídicos en la ejecución de negocios de fiducia, el método de 
interpretación normativo y la aplicación del régimen de transparencia. 
 
El contrato de fiducia o los negocios fiduciarios presentan dificultades en las 
consecuencias fiscales para quienes constituyen estos negocios, como beneficiarios, 
administradores, terceros, así como para quienes tienen deberes de agentes 
retenedores. Estas dificultades pueden obedecer a una doble razón que comparto 
identifica el profesor BÁEZ (2009):  
 
“de un lado, debe tenerse en cuenta que no existe un tipo de negocio fiduciario, 
y que la fiducia es un concepto de contornos indefinidos que, además, adquiere 
diversas funciones según los problemas prácticos a los que se aplica; de otro, se 
debe igualmente considerarse que la formulación de una definición implica, 
necesariamente, tomar partido por alguno de los diversos entendimientos de esta 
figura”. (p. 45) 
 
 De este trabajo de investigación del ordenamiento jurídico, los pronunciamientos 
del Consejo de Estado y la doctrina, se puede observar que el problema surge en 
determinar si el fideicomitente o la ley -para los casos de creación legal con recursos 





o patrimonios autónomos se constituyen sin personería jurídica bajo los contratos de 
fiducia mercantil.  
 
 Los negocios fiduciarios tienen una amplia regulación civil, mercantil y fiscal como 
contribuyentes de los diferentes impuestos del orden nacional o territorial aun cuando de 
acuerdo con el ordenamiento jurídico los contratos de fiducia pública y mercantil carecen 
de personería jurídica.  
 
El artículo 102 del Estatuto Tributario reguló la determinación del impuesto sobre 
la renta en los contratos de fiducia mercantil adoptando en el numeral 2 el principio de 
transparencia, en virtual de cual, los beneficiarios deben incluir en sus declaraciones los 
ingresos, costos y gastos devengados con cargo al patrimonio autónomo como si las 
actividades fueran desarrolladas directamente por el fideicomitente.  
 
 Según la doctrina española “Los negocios fiduciarios tratan de alterar, de forma 
artificiosa, los criterios ordinarios de imputación de rentas y/o patrimonios, en definitiva, 
lo que en terminología tradicional viene designándose como el elemento subjetivo del 
hecho imponible”  (Báez, 2009, p. 55). Lo anterior, ha llevado a doctrina que ha analizado 
los métodos de interpretación.  
 
 En este sentido, se han abordado desde el método de interpretación clásico en su 
versión económica o coincidente con el ordenamiento jurídico privado de la doctrina 





una interpretación justa hasta una interpretación literal al tenor de la norma, hasta el 
método de interpretación teleológica ante la inevitable y necesaria contradicción técnica 
de las disposiciones normativas de ENGISCH. (Báez, 2009, pp. 111,112)  
 
 El método que este trabajo identifica ha sido aplicado por la jurisdicción para el 
caso de los contratos de obra suscritos en el marco de un contrato de fiducia es el método 
teleológico de interpretación que parte del texto de la norma, con las diferentes 
interpretaciones o sentidos posibles de la misma, y su finalidad como brújula que orienta 
la selección más adecuada del sentido de la norma. (Báez, 2009, p. 124) 
 
 El principio de transparencia surge, desde de una de sus dimensiones, con 
ocasión de la imputación de la renta ante entidades sin personería jurídica. No obstante, 
ante el desarrollo legislativo de fondos especiales constituidos con recursos públicos se 
ha identificado una aplicación por parte de la jurisprudencia de transparentar los recursos 
no desde la imputación de la renta sino desde la imputación del dominio de los recursos 
públicos objeto de fiducia pública, encargos fiduciarios o patrimonios autónomos creados 
a partir de contratos de fiducia mercantil suscritos por entidades públicas autorizados 
legalmente.  
 
 El principio de transparencia surge desde la certeza a la deuda tributaria individual 
con NEUMARK quien empleó por primera vez del término3; desde la literatura 
hacendística con John F. Due y, posteriormente desde la ciencia jurídica con H. 
 





SALVADOR BULLÓN. GRIZIOTTI por su parte define la transparencia bajo el principio 
de realidad económica mientras SAINZ DE BUJANDA señala que definirlo bajo la noción 
de tipo económico pierde validez científica. Por su parte, FALCON Y TELLA señala que 
“Lo transparentado no es la realidad económica, que penetra a través de los esquemas 
jurídicos. Este concepto, que subyace en la literatura hacendística, resulta 
completamente estéril para definir el régimen de transparencia fiscal”  (Falcon y Tella, 
1984, pp. 35-40). Surge entonces la transparencia no como realidad económica sino 
realidad jurídica de la persona, es decir, la transparencia de la persona jurídica como 
atributo.  
 
 La crisis del concepto de persona jurídica según A. DE COSSIO: 
 
“deriva de su insuficiencia para explicar una serie de fenómenos de la vida 
colectiva y de su falta de contenido y excesiva vaguedad… Ello explica todas las 
aplicaciones abusivas que de la misma se vienen haciendo, unas veces con fines 
de defraudación fiscal y otras con la intención de limitar la responsabilidad 
individual… Ahora bien, a pesar de tales imperfecciones, es un hecho indudable 
que un concepto como el de personalidad jurídica, de tal antigua historia y que 
tan útiles funciones ha venido desempeñando, no puede, sin más, ser 
desechado, máxime cuando falta otro de más precisas líneas que pueda venir a 






 En una concepción formalista de raigambre kelseniana, el reconocimiento de la 
personalidad jurídica es un aspecto que distingue la voluntad del legislador, por tanto, lo 
importante es preguntarse el sentido que tiene la personalidad jurídica atribuida por el 
derecho positivo respecto a otras entidades que carecen de personalidad jurídica (Falcon 
y Tella, 1984, p. 122). Aspecto este de importancia en este trabajo en cuanto el legislador 
le ha otorgado personería jurídica a entidades y fondos públicos constituidos a través de 
fiducia mercantil. 
 
 La figura de la personalidad jurídica que otorga el legislador tiene un objetivo, el 
cual, es una realidad social. En este sentido, siguiendo a FALCON Y TELLA la persona 
jurídica “Sigue siendo un concepto válido, pero como tantos otros en la ciencia jurídica, 
con un significado puramente instrumental. Formas y nombres están al servicio de una 
finalidad: potenciar una realidad social” (Falcon y Tella, 1984, p. 125).  
Por tanto, FALCON Y TELLA, señala que esta figura no está en crisis como lo 
señala F. DE CASTRO que imputa la crisis al hermetismo y a su suficiencia formal.  
 
 El levantamiento del velo de la personalidad jurídica es un fenómeno estudiado 
por la doctrina anglosajona, alemana e italiana, y se ha aplicado a los casos en que: 
 
“la interposición de una sociedad se pretende defraudar a la Hacienda Pública y, 
en general, en todas las ramas del Derecho, en las que se percibe una tendencia 
a considerar que el sujeto real en sentido normativo deber ser distinto del que 





simple velo” que debe levantarse, también el plano jurídico, para individualizar a 
los verdaderos protagonistas de cada relación”. (Falcon y Tella, 1984, p. 126) 
 
 Justamente, este aspecto se ha considerado en los contratos suscritos por fiducias 
que administran patrimonios autónomos constituidos por entidades públicas con 
recursos públicos, en donde se transparenta e individualiza a la entidad pública 
fideicomitente. 
 
 Los fundamentos del régimen de transparencia tributaria es el principio de 
capacidad contributiva que se predica de todo el sistema tributario y aunque si bien se 
predica “en cualquier supuesto en orden al sistema tributario mismo, como conjunto, 
atendidas las variantes circunstancias sociales y económicas…, pudiera demandar la 
estimación individualizada de cada caso, con respecto a cada uno de los tributos que 
integran el sistema tributario”. (Falcon y Tella, 1984, p. 155) 
 
 En cuanto a la transparencia en las entidades sin personalidad, como por ejemplo 
en las entidades o fondos especiales conformados con recursos públicos sin personería 
jurídica y administrados por entidades fiduciarias la ley tributaria no señala de manera 
clara, precisa y nominal los sujetos activos y pasivos, así como los sujetos que sin ser 
sujetos pasivos ni activos, intervienen en el aspecto material del tributo para que se 
constituya el hecho generador, y que adicionalmente llegan a tener la calidad de agente 
retenedor en el caso de la contribución de obra pública. En este sentido, respecto a la 





así como los contratos de obra suscritos bajo fiducia publica o mercantil, se preserva el 
principio de legalidad tributaria y de seguridad jurídica. No obstante, surgen los métodos 
de interpretación normativa que le permitirán a la jurisdicción dar solución a los 
problemas jurídicos planteados.   
 
A continuación, se realizará el análisis de dos casos de análisis sobre el hecho 
generador de la contribución de obra en los que la jurisdicción contenciosa administrativa 
se ha enfrentado con problemas jurídicos que surgen a partir de las entidades públicas 
que intervienen en los contratos de obra suscritos, por una parte, bajo el contrato de 

















CAPITULO III  
ANÁLISIS DE LA JURISPRUDENCIA Y DOCTRINA DEL CONSEJO DE ESTADO 
SOBRE LA CONTRIBUCIÓN DE OBRA PÚBLICA 
 
Este análisis abordará la doctrina y jurisprudencia del Consejo de Estado respecto a dos 
casos identificados, los contratos de obra suscritos por entidades fiduciarias como 
voceras de fideicomiso constituido con recursos públicos por entidades de derecho 
público. Y adicionalmente, los contratos de obra suscritos por entidades públicas bajo un 
régimen privado de contratación. Se identificarán los hechos, los problemas jurídicos, en 
análisis de las disposiciones normativas aplicables, así como la solución que a estos 
casos ha encontrado el Consejo de Estado. 
 
4.1 Contratos de obra suscritos por entidades fiduciarias como representantes de 
fideicomisos constituidos por entidades públicas con recursos públicos  
 
 De conformidad con los aspectos normativos referenciados en los capítulos 
anteriores, se concluyó que de conformidad con el ordenamiento jurídico previsto en la 
Ley 80 existen dos negocios fiduciarios suscritos con entidades públicas, el encargo 
fiduciario y la fiducia pública, con algunos casos específicos en donde se autoriza la 
constitución de patrimonio autónomo bajo fiducia mercantil previsto por la Ley 80 y, a su 
vez, señalados por la Superintendencia Financiera en la Circular Básica Jurídica. No 
obstante, así mismo se identificaron cada vez en mayor medida la práctica del legislador 





constituidos por fiducia mercantil y con o sin personería jurídica, lo que ha generado 
problemas jurídicos en la aplicación y determinación del hecho generador de la 
contribución de obra pública.  
 
En este sentido, se procederá a realizar el análisis del siguiente caso, para lo cual, 
los supuestos facticos, corresponden a los siguientes: 
 
• La Ley 1523 de 2012 en el artículo 49 señaló que los bienes y derechos de la 
Nación que hacen parte del Fondo Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres 
“constituyen patrimonio autónomo con destinación específica al cumplimiento de 
los objetivos generales señalados en el artículo 47 de la presente ley”. 
 
• Respecto al manejo y representación el artículo 3 del Decreto 1547 de 1984 
(modificado por el artículo 70 del Decreto 919 de 1989) señaló que le 
corresponderá a “la Sociedad Fiduciaria La Previsora Limitada, empresa industrial 
y comercial del Estado, vinculada al Ministerio de Hacienda y Crédito Público” 
 
• La Directora de Gestión Pública de la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales DIAN emitió el Concepto nro. 34555 del 6 de junio de 2014, por medio 
del cual, señaló que los contratos de obra o las adiciones que celebre el Fondo 
Nacional de Gestión del Riego de Desastres no están sujetos al pago de la 
contribución de obra pública, toda vez que el fondo no tiene la naturaleza de 






• Con ocasión del concepto de la DIAN, contratistas realizaron la solicitud de 
devolución de los valores retenidos por concepto de la contribución.  
 
• Por lo anterior, el Ministerio del Interior elevó consulta a la Sala de Consulta y 
Servicio Civil. 
 
La Sala de Servicio y Consulta Civil del Consejo de Estado fue consultada respecto 
a este caso, ante lo cual, las preguntas formuladas fueron las siguiente (Concepto del 13 
de mayo de 2015 (exp. 2222, CP: Álvaro Namén Vargas):  
 
“1. ¿En los contratos de obra pública del Fondo de Gestión del Riesgo de Desastres, 
celebrados conforme a lo previsto en los artículos 48 a 50 de la Ley 1523 de 2012, 
en los cuales actúa la Fiduprevisora S.A. como representante legal del Fondo y 
vocera del fideicomiso estatal allí previsto, ¿se causa la contribución del 5% 
establecida en el artículo 6º de la Ley 1106 de 2006, y por tanto se ha debido realizar 
la retención de la contribución y trasladar el recaudo al Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público? 
2. Si la conclusión llegare a ser que no se causa la contribución en tales contratos, 
¿procedería la devolución de los valores recaudados? 
3. En general, en patrimonios autónomos que se conformen por mandato legal, como 
en el caso de Fonvivienda o del Fondo de Adaptación, ¿resultaría viable realizar la 
retención a que se refiere la Ley 1106 de 2006, cuando celebren contratos de obra 






 Lo primero que se identifica de los hechos, es que la consulta surge respecto a la 
calidad del Fondo Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres como entidad pública 
para efectos de que se cause la contribución con ocasión de los contratos de obra 
suscritos, y no respecto a la calidad de la sociedad fiduciaria, que como empresa 
industrial y comercial del estado es una entidad pública en los términos del artículo 2 de 
la Ley 80 y como entidad administradora y representante del fondo, los contratos de obra 
suscritos podrían estar gravados y sujetos a retención.  
 
 En este sentido, la consulta se formula en cuanto a si los contratos de obra 
suscritos por el Fondo Gestión del Riesgo de Desastres, a través de la fiduciaria como 
vocera y representante el Fondo, se encuentran gravados con la contribución de obra 
pública de conformidad con el artículo 6 de la Ley 1106 de 2006. 
  
En el análisis que realiza la Sala de Consulta respecto a la calidad de las personas 
jurídicas y entidades públicas o estatales, se comparte lo señalado por el Consejo de 
Estado, en cuanto a que el acto de constitución es el que determina el atributo de 
personalidad jurídica respecto de los fondos creados legalmente, así:  
 
“En ese orden de ideas, no es posible establecer la naturaleza o denominación 
de los organismos y entidades del Estado como el criterio único para identificar 
cuáles tienen personería jurídica y cuáles no, porque ello dependerá del acto de 






 Para explicar la naturaleza de los fondos creados por ley con recursos públicos la 
Sala señaló que en Colombia existen los fondos especiales y los fondos cuenta, 
naturaleza, la cual, depende de la personería jurídica, así: “(i) fondos especiales o fondos 
cuenta, los cuales no tiene personería jurídica y constituyen solamente un sistema para 
el manejo de cuentas y (ii) fondos entidad, los cuales si tienen personería jurídica y se 
asemejan a los establecimientos públicos”. En este sentido, concluye el Consejo de 
Estado, que el Fondo Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, es un fondo especial 
o fondo cuenta. 
 
 Respecto a los patrimonios autónomos de derecho público, bajo los preceptos y 
características que señala el numeral 5 del artículo 32 de la Ley 80, la Sala de Consulta 
afirma que los negocios fiduciarios públicos como el encargo y la fiducia pública no crean 
un patrimonio autónomo y los bienes entregados por la entidad pública a la fiduciaria 
para la finalidad específica “continúan bajo la órbita de dominio o propiedad de la 
entidad”. 
 
 En este sentido, la Sala diferencia la fiducia pública de la fiducia mercantil por la 
transferencia de dominio al constituirse un patrimonio autónomo. No obstante, cómo se 
observó en los capítulos anteriores, la ley ha creado patrimonios autónomos constituidos 






 Ante estos casos, la Sala señaló que, si bien las normas legales definen el 
patrimonio autónomo, los recursos que los conforman los cuales resultan afectos a una 
finalidad especial prevista en la ley, son ajenos “a los demás activos del titular, pero 
nunca acéfalo”. 
 
 En este sentido, en virtud de la ley y bajo la doctrina de la Sala de Consulta del 
Consejo de Estado existe otra categoría de negocio fiduciario público, el cual, 
corresponde al patrimonio autónomo constituido bajo fiducia mercantil con recursos 
públicos destinados a una finalidad específica sin que la entidad o titular de los recursos 
pierda la propiedad, es decir, es un patrimonio autónomo ajeno a los demás activos del 
titular, pero sujeto a el dominio y propiedad del titular, es decir, de la entidad pública 
fideicomitente.  
 
 Ahora el planteamiento que surge es, qué sucede cuando la ley le otorga 
personalidad jurídica al patrimonio autónomo, podríamos estar ante una entidad diferente 
al titular de los bienes, lo cual, posiblemente sea un supuesto de análisis también para 
efectos de la causación de la contribución respecto a los contratos de obra pública que 
celebre el patrimonio autónomo con personería jurídica, posible entidad pública a la luz 
del artículo 2 de la Ley 80 de 1993.  
 
 En este sentido, estamos hablando de otra categoría de negocio fiduciario público, 
el que corresponde a la constitución de un patrimonio autónomo con personería jurídica 





finalidad en especial, que ante una interpretación estricta de la disposición que otorga 
personería jurídica  no habría transparencia en la potestad de disposición, titularidad o 
dominio de los recursos por parte del fideicomitente, ni respecto a extender la calidad del 
fideicomitente como entidad pública contratante para efectos de la causación de la 
contribución de obra, en tanto, estaríamos ante un patrimonio autónomo, en los términos 
de la Sala de Consulta, acéfalo.  
 
 Así lo ha señalado la Sala en el concepto al apreciar que “un patrimonio autónomo 
que tiene propietario no constituye bajo perspectiva alguna el desarrollo propio de la 
figura mercantil antes referida, puesto que, si un patrimonio es autónomo en los términos 
descritos en el Código de Comercio, no es posible atribuir la propiedad a nadie”. Ante 
esta afirmación la Sala, modera la afirmación, y señala que sí existe patrimonio autónomo 
solo que separado o especial, al precisar que “si se entiende patrimonio autónomo como 
patrimonio de afectación, separado o especial, porque se rige por finalidades y 
regímenes que lo hacen diferente de los demás bienes que conforman el patrimonio 
general de la persona natural o jurídica, se podrá decir, en efecto, que incluso en la 
hipótesis apenas referida se estaría en presencia de un patrimonio autónomo”. 
 
 Concluye en este sentido la Sala de Consulta que el Fondo Nacional de Gestión 
del Riesgo de Desastres “no tiene personería jurídica, no es una entidad estatal, no es 
un organismo o dependencia del Estado y no tiene capacidad ni competencia de celebrar 
contratos, al punto que para proceder en tal sentido, de acuerdo con las normas 





mandato legal”, de conformidad con el artículo 3 del Decreto 1547 de 1984, el artículo 
276 del Decreto 663 de 1993 y el artículo 49 de la Ley 1523 de 2012.  
 
 Se debe tener en cuenta que estas disposiciones no señalan que el Fondo 
Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres no tienen personería jurídica ni que se 
constituirá por fiducia pública o mercantil. Por tanto, la Sala interpreta que el Fondo 
Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres no es un patrimonio autónomo acéfalo ni 
constituye un caso de fiducia mercantil, sino que corresponde a un fondo cuenta especial 
sin personería jurídica de afectación dentro del patrimonio de la Nación.   
 
 Ahora bien, respecto al régimen al cual se sujeta la entidad fiduciaria La Previsora 
en los contratos que celebra con terceros en su condición de representantes del fondo, 
concluye el Consejo de Estado que los contratos que celebren las entidades fiduciarias 
privadas o estatales con terceros en su condición de representante del patrimonio 
autónomo es el derecho privado de conformidad con el artículo 93 de la Ley 489 de 1998.  
 
 Para efectos de resolver la consulta, el Consejo de Estado acoge como punto 
angular para establecer su posición, la titularidad, propiedad o dominio de los recursos 
involucrados. En este sentido, señala que para efectos de la contribución de obra pública 
los contratos suscritos por los contratistas con la sociedad fiduciaria como representante 





adicionalmente porque es quien se beneficia del cumplimiento del objeto del contrato de 
obra pública4.   
 
 En conclusión, señala el Consejo de Estado que “La Nación es la entidad pública 
contratante en los contratos que suscribe La Previsora como representante del FNGRD, 
para los efectos comprendidos en esta consulta”. Por tanto, “Para los efectos de la 
consulta formulada a la Sala, la titular o propietaria de los recursos involucrados es la 
Nación, la cual detenta la calidad de entidad estatal o entidad de derecho público”. 
 
 En este sentido, al tenor literal del artículo 6 de la Ley 1106 de 2006, los contratos 
de obra suscritos con entidades fiduciarias administradoras de los patrimonios 
autónomos constituidos por entidades públicas, no estarían gravados con la contribución 
de obra pública, en tanto, el fondo público o patrimonio autónomo no es una entidad 
pública a la luz del artículo 2 de la Ley 80 de 1993.  
 
 Tampoco lo estarían en virtud de la naturaleza de la entidad fiduciaria, en tanto, 
las entidades administradoras no detentan la propiedad de los patrimonios autónomos, 
tan solo estarían gravados los contratos suscritos por las entidades fiduciarias respecto 
a los contratos suscritos a nombre propio y no como representante o vocera de un 
patrimonio autónomo, en el caso de que la entidad fiduciaria corresponda a una entidad 
 
4 “cuando quiera que la sociedad fiduciaria celebra un contrato en condición de representante del fondo, para los 
efectos de la consulta formulada a la Sala, la titular o propietaria de los recursos involucrados y, por ende, la parte en 
el contrato correspondiente es la Nación, la cual detenta la calidad de entidad estatal o entidad de derecho público; 
claramente, es la Nación quien se beneficia del cumplimiento del objeto del contrato de obra pública, en tanto que 





pública de las previstas en el artículo 2 de la Ley 80, lo que no sería competitivo para las 
entidades fiduciarias que se rigen por el régimen privado de contratación.  
 
 Del análisis surgen los siguientes supuestos, para los cuales aplicaría el concepto 
de la Sala de Servicio y Consulta Civil: 
 
a. El contrato de obra suscrito con una entidad fiduciaria administradora de un 
patrimonio autónomo cuyo fideicomitente es una entidad pública para la 
administración de recursos públicos afectos a una finalidad específica.  
 
b. El contrato de obra suscrito con una entidad fiduciaria que administra un 
patrimonio autónomo constituido bajo fiducia mercantil con o sin personería 
jurídica cuyo fideicomitente es una entidad pública. 
 
 En este sentido, la doctrina de la Sala de Consulta del Consejo de Estado, acude 
a extender el alcance del artículo 6 de la Ley 1106 a las entidades públicas 
fideicomitentes de patrimonios autónomos constituido bajo fiducia mercantil, en este 
sentido, se transparenta el negocio fiduciario con el fundamento de la propiedad y 
titularidad de la entidad pública sobre los bienes sujetos a fiducia.  
 
 La interpretación del Consejo de Estado es una interpretación que preserva el 
buen uso del negocio fiduciario por parte de las entidades públicas tal como lo señaló la 





la calidad de la Nación como propietaria de los recursos públicos, adicionalmente, 
procura que el negocio fiduciario no se utilice por parte de las entidades y los contratistas 
con el objetivo de evitar la causación de la contribución de obra, y finalmente, permite 
que todos los contratistas de obras públicas sean gravados con la contribución de obra 
tal como lo señaló la Corte Constitucional en la sentencia C-1153 de 2008 cuando se 
amplió el hecho generador con el artículo 6 de la Ley 1106 de 2006. 
 
 En todo caso, existe un supuesto en los que posiblemente no se aplique la 
interpretación de la Sala, y corresponde a aquel en el que el contrato de obra es suscrito 
directamente por el patrimonio autónomo que tiene personería jurídica y capacidad para 
celebrar contratos, es decir, el contrato no es suscrito por la entidad administradora, en 
tanto, puede tener solo la calidad de mera giradora de pagos.  
 
 En este sentido, el problema jurídico que surge es si el patrimonio autónomo de 
esta naturaleza se encuentra dentro del listado de entidades públicas previsto en el 
artículo 2 de la Ley 80. En todo caso, bajo la interpretación de la Sala de Consulta, sería 
la entidad fideicomitente la entidad pública, supuesto que puede ser objeto de discusión 
ante la jurisdicción en el caso de que la DIAN requiera al Fondo al pago de los valores 
objeto de retención en la fuente en su calidad de entidad pública contratante, y por tanto, 
agente retenedor de la contribución de obra pública.  
 
 Este punto habría podido ser objeto de análisis por la Sala de Consulta siempre 






 Respecto a las obligaciones que surgen para el agente retenedor, que en virtud 
de la doctrina de la Sala de Consulta corresponde a la entidad pública fideicomitente, se 
presentaron cuestionamientos relacionados con, a quién le correspondería realizar las 
obligaciones del agente retenedor, si al fideicomitente (entidad pública) o a la sociedad 
fiduciaria. Al respecto la DIAN señaló, por medio de los conceptos 0577 del 26 de junio 
de 2015 y 71401 del 7 de noviembre de 2013, que corresponde a la fiduciaria, por tener 
el carácter de mandatario en virtud del contrato de fiducia, practicar las retenciones 
dentro de los términos y formularios previstos. Para estos efectos, la DIAN se sustenta 
en el artículo 29 del Decreto 3050 de 19975, disposición que señala las obligaciones de 
retención en la fuente en los contratos de mandato, así como en el artículo 368 del 
Estatuto Tributario. Determinar este aspecto es relevante, en tanto, las obligaciones del 
agente de retención pueden recaer en la sociedad fiduciaria como consecuencia de que 
el fideicomitente tiene la calidad de agente de retención. 
 
 El análisis anterior tuvo como objeto el aspecto material del hecho generador, 
específicamente en lo que tuvo que ver con la determinación de la entidad pública 
contratante para efectos de que se causara la contribución de obra pública a cargo de 
los contratistas de obras públicas por los contratos suscritos con las entidades fiduciarias 
representantes y voceras de los fideicomisos o patrimonios autónomos constituidos por 
entidades públicas titulares de los recursos públicos fideicomitidos.  
 
 





 A continuación, se realizará el análisis de dos pronunciamientos del Consejo de 
Estado en donde se analiza no la determinación de la calidad de entidad pública sino la 
determinación del contrato de obra pública, el cual, a su vez es un elemento previsto en 
el hecho generador para la causación de la contribución de obra pública.  
 
4.2 Contratos de obra suscritos por una entidad pública bajo un régimen privado 
de contratación.   
 
 Este caso corresponde a los contratos de obra suscritos por una entidad pública 
bajo un régimen privado de contratación. Los supuestos facticos del caso a analizar son 
los siguientes:  
 
1. La División de Gestión de Liquidación de la Dirección Seccional de Impuestos de 
los Grandes Contribuyentes expidió las resoluciones de determinación de la 
Contribución por contratos de obra pública a cargo de ECOPETROL S.A, las 
cuales, fueron confirmadas por la Dirección de Gestión Jurídica de la DIAN.  
2. ECOPETROL alegó la nulidad de los actos por desconocimiento del artículo 76 




6 ARTÍCULO 76. DE LOS CONTRATOS DE EXPLORACIÓN Y EXPLOTACIÓN DE LOS RECURSOS 
NATURALES. Los contratos de exploración y explotación de recursos naturales renovables y no renovables, así como 
los concernientes a la comercialización y demás actividades comerciales e industriales propias de las entidades 
estatales a las que correspondan las competencias para estos asuntos, continuarán rigiéndose por la legislación especial 
que les sea aplicable. Las entidades estatales dedicadas a dichas actividades determinarán en sus reglamentos internos 
el procedimiento de selección de los contratistas, las cláusulas excepcionales que podrán pactarse, las cuantías y los 





El problema jurídico planteado corresponde a si los contratos de obra suscritos por 
ECOPETROL se encuentran gravados por la contribución de obra pública. El Consejo 
de Estado analizó este caso en la sentencia del 22 de febrero de 2018 (exp. 22536, CP: 
Stella Jeannette Carvajal Basto), la cual, será objeto de estudio a continuación.   
 
 ECOPETROL señaló que se encuentra excluida del régimen público de 
contratación previsto en la Ley 80 de 1993, en tanto, se encuentra en las mismas 
condiciones de los particulares que desarrollan actividades del sector hidrocarburos, de 
conformidad con los previsto en la Ley 1118 de 20067, la cual, señaló en el artículo 6 que 
esta entidad se regirá exclusivamente por las reglas del derecho privado.  
 
 Cita ECOPETROL el pronunciamiento de la Sección Tercera del Consejo de 
Estado (sentencia del 20 de febrero de 2014, exp. 45310, CP: Ramiro Pazos Guerrero) 
para sustentar que está excluida de aplicar el régimen público de contratación previsto 
en la Ley 80 de 1993.  
 
 En esta sentencia la Sección Tercera del Consejo de Estado analizó la legalidad 
de cláusulas exorbitantes incluidas en un contrato suscrito por ECOPETROL, dentro de 
lo cual, señaló que: 
 
 
7 “ARTÍCULO 6o. RÉGIMEN APLICABLE A ECOPETROL S. A. Todos los actos jurídicos, contratos y actuaciones 
necesarias para administrar y desarrollar el objeto social de Ecopetrol S. A., una vez constituida como sociedad de 
economía mixta, se regirán exclusivamente por las reglas del derecho privado, sin atender el porcentaje del aporte 





 “Si bien es cierto Ecopetrol S.A es una entidad de naturaleza pública en los 
términos del artículo 30 de la Ley 489 de 1998, no se puede pasar por alto que 
fue deseo del legislador que el desarrollo de su objeto social se efectuara en 
igualdad de condiciones con los particulares sujetándose a las reglas del derecho 
común, en las que, por regla general, no existe la prerrogativa o poder 
excepcional de hacer cumplir de manera unilateral las disposiciones pactadas en 
el contrato”.   
 
 El Tribunal Administrativo de Cundinamarca en el fallo de primera instancia enlistó 
el objeto de cada uno de los contratos cuestionados y señaló que sobre estos no se 
generaba la contribución de obra pública toda vez que “al encontrarse relacionados con 
actividades de exploración y explotación de hidrocarburos, se enmarcan dentro de la 
excepción prevista en el artículo 76 de la Ley 80 de 1993”. En este pronunciamiento se 
puede observar que el Tribunal considera el artículo 76 de la Ley 80 de 1993 como una 
excepción al régimen público de contratación previsto en la Ley 80 de 1993, y 
adicionalmente, considera los contratos de obra como contratos relacionados con las 
actividades de exploración y explotación de hidrocarburos.  
 
 Por su parte, la Sección Cuarta del Consejo de Estado en segunda instancia si 
bien confirmó el fallo de primera instancia que anuló los actos administrativos, en sus 
consideraciones no acogió la postura en cuanto a que los contratos suscritos se 





hidrocarburos sino que, por el contrario, estos contratos8 hacen parte integral y necesaria 
de las actividades de exploración, explotación y comercialización de hidrocarburos, por 
lo cual, señaló que “la DIAN no podía escindirlos de las mencionadas actividades para 
efectos de cobrar la contribución de obra pública”. 
 
 En conclusión, la Sección Cuarta del Consejo de Estado señaló que no se 
configuró el hecho generador del tributo, y, por tanto, no es procedente la determinación 
de la contribución de obra, toda vez que “los contratos suscritos por ECOPETROL 
corresponden a actividades directa y necesariamente relacionadas con la exploración y 
explotación de recursos naturales no renovables, así como los concernientes a la 
comercialización y demás actividades comerciales e industriales”. 
 
 Respecto a este pronunciamiento se identifica que el análisis del problema jurídico 
se realizó en cuanto a si los contratos suscritos por ECOPETROL se encontraban directa 
y necesariamente relacionados con los contratos de exploración y explotación de 
hidrocarburos previstos en el artículo 76 de la Ley 80 de 1993 y, por tanto, se encontraran 
excluidos del numeral 1 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 dentro de la categoría de 
contratos de obra pública.  
 
 Se observa que del artículo 6 de la Ley 1106 de 2006 el hecho generador de la 
contribución corresponde a dos aspectos: i) la suscripción de contratos de obra pública 
 
8 “los contratos en cuestión atañen a la recuperación ambiental de pozos, la construcción y adecuación de líneas 
eléctricas y alumbrado, obras civiles en las estaciones, plantas y muelles, el mantenimiento de instalaciones, tanques, 





del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 (de conformidad con la interpretación de la Corte 
Constitucional al encontrar un cierto grado de imprecisión en la determinación legal del 
hecho generador) (Sentencia C-1153,2008) y, ii) que el contrato sea celebrado por una 
entidad pública.  
 
 La misma sentencia que se analiza en este acápite señaló que el hecho generador 
de la contribución de obra pública se compone de: 
 
un elemento material, en tanto requiere la suscripción de un contrato de obra, 
definido en el artículo 32 de la Ley 80 de 1993 y, un elemento subjetivo, esto 
es, que sea celebrado por una entidad de derecho público, a cuyo efecto se 
indica que el hecho de que la entidad pública se encuentre sometida al Estatuto 
General de Contratación o a un régimen especial, no es un factor determinante 
para establecer si se genera la contribución especial. (Subrayado fuera del texto) 
 
 Valga tener en cuenta que lo subrayado no está previsto normativamente, sino por 
el contrario, es una apreciación de la Sección Cuarta, la cual se constituye 
posteriormente en el pilar de la Sentencia de Unificación que se desarrollará en el 
siguiente acápite.  
 
 A partir de estos dos elementos tanto el objetivo como el subjetivo, así como el 
pronunciamiento en cuanto a la irrelevancia del régimen especial de contratación para 





radica en establecer si los contratos se encontraban directamente y necesariamente 
relacionados con los contratos previstos en el artículo 76 de la Ley 80 de 1993, sino por 
el contrario, si Ecopetrol suscribió o no un contrato de obra, es decir, si desplegó el hecho 
generador respecto a la suscripción del contrato de obra previsto en el artículo 32 de la 
Ley 80 de 1993. 
 
 Valga mencionar el salvamento de voto de esta sentencia por parte del consejero 
Jorge Octavio Ramírez, en virtud de cual, señaló un criterio eminentemente orgánico 
dentro del aspecto material del hecho generador, toda vez que señaló que solo con el 
hecho de ser suscrito “con entidades de derecho público” caen dentro de la categoría 
jurídica de contrato de obra pública. Así mismo señaló que “los contratos de obra pública 
que celebre ECOPETROL no pueden refundirse con los que trata el artículo 76 de la Ley 
80 de 1993”. 
 
 La posición del Consejo de Estado en la sentencia del 22 de febrero de 2018 (exp. 
22536, CP: Stella Jeannette Carvajal Basto), fue recogida por esta Sección en sentencias 
subsiguientes del 3 de mayo de 2018 (exp. 23378, CP: Stella Jeannette Carvajal) y del 
31 de mayo de 2018 (exp. 22388, CP: Milton Chávez García). 
 
 No obstante, lo anterior, el Consejo de Estado cambió su posición a partir de la 
Sentencia de Unificación (2020-CE-SUJ-SP-001) del 25 de febrero de 2020 (exp. 22473, 
CP: William Hernández Gómez), pues seguramente esta medida con ocasión de la 





seguridad jurídica y los principios de igualdad y legalidad (Sentencia del 10 de diciembre 
de 2013, exp. 2177, CP: William Zambrano Cetina). 
 
4.3 Sentencia de unificación del Consejo de Estado respeto a los contratos 
suscritos por entidades públicas bajo un régimen privado de contratación 
 
 Un sustancial giro y cambio de posición se llevó a cabo a partir de la Sentencia de 
Unificación de la Sala Plena del Consejo de Estado 2020-CE-SUJ-SP-001) del 25 de 
febrero de 2020, exp. 22473, CP: William Hernández Gómez frente a los 
pronunciamientos del Consejo de Estado del año 2018. 
 
 La Sala Plena resuelve el caso cambiando el criterio y adicionalmente fija unas 
reglas para resolver los casos similares hacia el futuro. En este sentido, la regla de 
unificación que fijó el Consejo de Estado es la siguiente: 
 
“1. Para determinar si se realiza el hecho generador de la contribución de los 
contratos de obra pública no es determinante el régimen contractual de la 
entidad que celebre el contrato de obra pública, sea el general de la Ley 80 de 
1993 o un régimen exceptuado. El elemento de la obligación tributaria se define 
en función del contrato celebrado, y no de la actividad o régimen jurídico de la 






2.Los contratos de obra pública y los contratos de que trata el artículo 76 de la 
Ley 80 de 1993 –contratos de exploración y explotación de recursos naturales, 
y las actividades comerciales e industriales, son dos categorías de contratos 
diferentes, en tanto tienen características y finalidades propias, que impiden 
que se trate de un mismo contrato. 
 
3.La contribución no grava los contratos referidos en el artículo 76 de la Ley 80 
de 1993, por cuanto no corresponden a los contratos de obra pública que son 
objeto de gravamen en el artículo 6 de la Ley 1106 de 2006”.  
 
 Valga tener en cuenta que, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, introdujo 
la posición respeto a gravar los contratos de obra pública, sin relacionarlos 
necesariamente con las actividades de exploración y explotación del artículo 76 de la Ley 
80 de 1993, sino en observancia del objeto contractual. En este sentido, el Tribunal 
señaló que, de los 34 contratos cuestionados por la DIAN, 33 fueron suscritos por la 
demandante en desarrollo de sus actividades de explotación y explotación de 
hidrocarburos, los cuales, están bajo un régimen especial. Por su parte, respecto al 
Contrato 4018080 del 23 de mayo de 2008 sostuvo el Tribunal que no tiene relación 
directa con las actividades de exploración y explotación de hidrocarburos, motivo por el 
cual, concluyó que no está excluido del gravamen. 
 
Para sustentar la regla de unificación la Sala Plena realiza el siguiente análisis 






 Al citar la Sala el artículo 6 de la Ley 1106 de 2006 señala que “Como se observa, 
el hecho generador se compone de un elemento objetivo asociado a la suscripción de 
contratos de obra pública, y uno subjetivo, en tanto requiere que los contratos sean 
suscritos con entidades de derecho público”.  
 
 El Consejo de Estado señala dos elementos dentro del aspecto material del hecho 
generador, un elemento objetivo que corresponde a la suscripción de contratos de obra 
pública y un elemento subjetivo que corresponde a la suscripción del contrato con 
entidades de derecho público.  
 
 No obstante, lo anterior, el Consejo de Estado a su vez integra en uno ambos 
elementos, al determinar el elemento objetivo -contrato de obra pública- a partir de la 
suscripción del mismo por parte de una entidad de derecho público. En este sentido, lo 
señala el Consejo de Estado:  
 
“Por lo anterior, no es el régimen contractual de la entidad de derecho público, el 
elemento o factor relevante para la causación de la contribución de obra pública. 
Lo es, que una de las partes sea una entidad de derecho público y que el objeto 







En consecuencia, se configura el hecho generador del tributo, cuando se celebra 
el contrato de obra, con cualquier entidad de derecho público, 
independientemente de su régimen contractual – Ley 80 o exceptuado-“  
 
 Señala el Consejo de Estado respecto a los contratos previstos en el artículo 76 
de la Ley 80 de 1993, que: 
 
“el hecho de que algunas entidades de derecho público tengan un régimen 
especial para cierto tipo de contratos, tales como los contratos de exploración y 
explotación de recursos naturales renovables y no renovables, no impide que 
cuando suscriban contratos de obra, estos contratos –los de obra- se 
encuentren gravados con el tributo. Todo, porque en ejercicio de su actividad 
contractual puede celebrar diferentes tipos de contratos, sin que cada uno de 
ellos pierdan su identidad, pues uno es el objeto social o actividad principal de la 
entidad, y otra, se repite, su actividad contractual”. 
 
 En efecto es diferente el objeto social o actividad principal de la entidad y, por otra 
parte, los diferentes tipos de contratos que puede celebrar la entidad. En este sentido, el 
interrogante surge en determinar si Ecopetrol suscribe contratos de obra pública para 
establecer si realiza el hecho generador señalado en el artículo 6 de la Ley 1106.  Es 
decir, el problema jurídico no radica en establecer el régimen jurídico especial o no de 
las entidades o el objeto social u actividad especial de la entidad pública, sino por el 





si desplegó el hecho generador respecto a la suscripción del contrato de obra previsto 
en el artículo 32 de la Ley 80 de 1993. 
 
 En este sentido, el problema jurídico para determinar la calidad de agente 
retenedor es que surja el hecho generador, con lo cual, se repite, no corresponde al 
régimen contractual especial, o a determinar si se presenta una excepción prevista en el 
artículo 76 de la Ley 80 para efectos de la contribución como fue abordado tanto por los 
tribunales como por el Consejo de Estado antes de la Sentencia de Unificación, sino en 
determinar si la entidad pública Ecopetrol sí suscribió un contrato de obra pública.  
 Concluye la Sala Plena del Consejo de Estado que: 
 
“para efectos del tributo analizado, debe entenderse que, en términos generales, 
el contrato de obra pública es el celebrado con entidades de derecho público 
para la realización de trabajos materiales sobre bienes inmuebles, advirtiéndose 
que, en cada caso en concreto, corresponderá al juez definir si se configura el 
contrato de obra pública, atendiendo aspectos tales como, el objeto, las 
cláusulas contractuales, y las reglas de interpretación de los contratos”.  
 
 En este sentido, el Consejo de Estado subsume la suscripción del contrato de obra 
con la calidad de entidad de derecho público que lo suscribe, aunque a su vez señala 
que en cada caso corresponderá definir al juez si se configura el contrato de obra pública 
considerando objeto, cláusulas contractuales y reglas de interpretación de los contratos. 





suscritos por ECOPETROL se encuentran dentro de los previstos en el artículo 76 de la 
Ley 80, es decir, hace una interpretación desde la aparente excepción que plantea la Ley 
80 de 1993, así: 
 
De modo que, se trata de tipologías contractuales distintas y plenamente 
identificables por sus características propias, que permiten establecer que el 
contrato referido en el artículo 76 de la Ley 80 de 1993 no es el mismo contrato 
de obra pública gravado con la contribución y, por esa razón, no se subsume 
dentro del ámbito del hecho generador dispuesto en la ley. 
… 
En tal sentido, si el contratista celebra con una entidad de derecho público un 
contrato de obra, habrá suscrito un contrato de obra pública gravado con el 
tributo, independientemente del régimen contractual al que se encuentre 
sometido el contrato o la entidad de derecho público contratante. 
…. 
Del anterior listado se advierte que, los contratos no corresponden a la 
exploración y explotación de hidrocarburos, sino a un conjunto de obras que tiene 
por objeto la realización de actividades de construcción, reparación y 
mantenimiento sobre unos bienes inmuebles. Actividades materiales propias de 
un contrato de obra. 
 
 Con lo anterior, no se quiere decir que ECOPETROL no realiza o suscribe 





explotación por tener conexidad con estos, por el contrario, se plantea la posibilidad de 
que ECOPETROL sí celebra contratos de obra los cuales corresponden a contratos de 
obra civil y no de obra pública, para lo cual, bastará identificar el objeto y las cláusulas 
de los contratos suscritos por ECOPETROL.  
 
Se plantea la posibilidad de una interpretación integral y teleológica considerando 
los antecedentes normativos, los pronunciamientos de constitucionalidad, los debates 
legislativos como los pronunciamientos de la Sección Tercera del Consejo de Estado.  
 
 En este sentido, la Corte Constitucional en sentencia C-1153 de 2008 señaló que 
la reforma prevista en el artículo 6 de la Ley 1106, consistió en extender el hecho gravado 
a todos los contratistas de obras públicas sin lugar a desigualdad respecto a los 
contratistas que celebren contratos de obra regida por el derecho privado, en tanto, 
consideró la Corte que estos contratistas no están en la misma situación fáctica “puesto 
que la posibilidad que tienen los particulares de contratar con entidades públicas 
configura un verdadero privilegio económico para dichos contratistas, que no resulta 
equiparable con la contratación común entre particulares regida por el derecho privado”.  
 
 En este sentido, gravar a los contratistas que suscriben contratos de obra civil con 
ECOPETROL implicaría bajo la interpretación de la Corte Constitucional una vulneración 






 Por su parte, el Congreso de la República en el Informe de ponencia en segundo 
debate señala que la modificación del hecho generador persigue evitar la evasión de la 
contribución ante la celebración de contratos de concesión, incluyendo dentro del hecho 
generador esta figura contractual para la ejecución de obras públicas.  
 
 Así mismo, la Sección Tercera del Consejo de Estado, ha señalado respecto a las 
normas de derecho común aplicables para ECOPETROL que “no se puede pasar por 
alto que fue deseo del legislador que el desarrollo de su objeto social se efectuara en 
igualdad de condiciones con los particulares sujetándose a las reglas del derecho 
común”.  
 
 Por lo anterior, un posible sentido de la disposición prevista en el artículo 6 de la 
Ley 1106 de 2006 es que se pretende gravar a los contratistas privilegiados por tener la 
oportunidad de ejecutar obras públicas respecto de los demás contratistas bajo un 
régimen de contratación privado. En este sentido, definir si la entidad pública suscribe 
contratos de obra pública de los previstos en el numeral 1 del artículo 32 del régimen de 
contratación pública de la Ley 80 de 1993 es el aspecto determinante para concluir la 
sujeción pasiva y obligación de realizar la retención en la fuente correspondiente.  
 
En todo caso, la Sala Plena del Consejo de Estado zanja la discusión en cuanto a 
gravar los contratos de obra suscritos por entidades públicas independiente del régimen 
de contratación, y de esta manera, le da la razón a la administración. Si bien la sentencia 





implica que no se presenten discusiones respecto al hecho generador de la contribución 
de obra pública.  
 
En este sentido, recientemente el Consejo de Estado ha resuelto casos respecto al 
procedimiento aplicable y al término de prescripción de la obligación, ante lo cual, ha 
señalado que ante la ausencia de reglas especiales rige el artículo 2536 del Código Civil 
(sentencia del 3 de diciembre de 2020, exp. 22472, CP: Julio Roberto Piza Rodríguez, 






















 De la evolución normativa se observa que la intención del legislador ha sido 
aumentar el recaudo gravando todos los contratos de obra pública sin excepción, y en 
ese sentido, evitar que exista la posibilidad que se evada la causación de la contribución 
de obra. 
 
 Se concluye una precariedad en las normas que regulan la contribución de obra 
pública y, por tanto, la incidencia de la DIAN en la definición de aspectos esenciales del 
hecho generador, el papel de la Corte Constitucional al precisar el hecho generador, y 
las limitaciones de la Ley 1106 de 2006 al no definir el procedimiento aplicable a la 
contribución como, por ejemplo, el título que incide sobre las discusiones de la 
prescripción de la obligación.  
 
En este sentido, la Corte Constitucional ha señalado que la finalidad de la 
contribución es gravar todos los contratos de obra pública. Por tanto, del análisis 
realizado, la doctrina y jurisprudencia del Consejo de Estado interpreta los casos junto 
con disposiciones bajo una interpretación que grava el contrato de obra sin que existan 
instrumentos jurídicos que por una interpretación restrictiva de la disposición permita que 
contratistas no aporten la contribución de obra pública, con es el caso de los contratos 
suscritos con ocasión del contrato de fiducia o los contratos de obra suscritos por 






De conformidad con las disposiciones normativas revisadas, existen dos negocios 
fiduciarios suscritos por las entidades públicas, el encargo fiduciario y la fiducia pública. 
No obstante, se identificaron cada vez en mayor medida la práctica del legislador de 
crear fondos especiales con recursos públicos bajo patrimonios autónomos constituidos 
por fiducia mercantil y con o sin personería jurídica, lo que ha generado problemas 
jurídicos en la aplicación y determinación del hecho generador de la contribución de obra 
pública.  
 
Para efectos de los problemas jurídicos identificados en la aplicación del hecho 
generador de la contribución de obra pública cuando existe la suscripción con ocasión 
de un contrato de fiducia o por parte de una entidad pública de derecho privado, la 
Sección Cuarta del Consejo de Estado ha entendido que los contratos de obra gravados 
con la contribución son los contratos correspondientes al numeral 1 del artículo 32 de la 
Ley 80 de 1993 independientemente del régimen de contratación, por cuanto, la calidad 
de entidad pública contratante determina la formación del contrato de obra pública sujeto 
a la contribución. 
 
A partir de este trabajo surgió otro problema jurídico de interés, dado que la Ley 
80 de 1993 establece que se aplicarán las disposiciones mercantiles previstas en el 
Código de Comercio respecto a la fiducia mercantil (artículos 1226, 1227 y 1233) en lo 
que corresponda. Por lo tanto, los patrimonios autónomos constituidos con recursos 





perseguida. En este sentido, podría el patrimonio autónomo ser una entidad pública al 
contar con capacidad para contratar de conformidad con el literal b) del numeral 1 del 
artículo 2 de la Ley 80 de 1993. En este sentido, para efectos de la contribución, lo 
patrimonios autónomos podrían ser las entidades públicas contratantes y, por tanto, los 
agentes de retención, sin lugar a aplicar la transparencia respecto a la naturaleza en la 
entidad fideicomitente.  
 
Como conclusión ante los casos que surgen en la práctica, ante una nueva 
reforma tributaria, podría el legislador enlistar las entidades de derecho público 
contratantes para efectos de la contribución de obra pública, así como enlistar dentro del 
hecho generador los contratos de obra suscritos bajo fiducia publica o mercantil. De esta 
manera se preserva el principio de legalidad tributaria y de seguridad jurídica.  
 
Según la doctrina de la Sala de Consulta del Consejo de Estado el negocio 
fiduciario es transparente, en tanto, el fideicomitente es la entidad que directamente 
realiza la contratación de la obra pública. Esta interpretación preserva el buen uso del 
negocio fiduciario por parte de las entidades públicas en la ejecución de presupuesto, 
levanta el velo del negocio fiduciario para considerar a la entidad pública fideicomitente 
como propietaria de los recursos público y adicionalmente evita la posibilidad de evasión 
del tributo.  
Finalmente, la sentencia de unificación cierra el ciclo de discusión por parte de las 





como regla que se gravarán con la contribución de obra los contratos de obra suscritos 





























Báez, M. B. (2009). Los Negocios Fiduciarios en la Imposición sobre la Renta. . 
España.: Ed. Aranzadi. . 
De Cossio, A. (1954). Hacia un nuevo concepto de la persona jurídica. Anuario de 
Derecho Civil. 
Falcon y Tella, R. (1984). Análisis de la transparencia tributaria. . Madrid.: Instituto de 
Estudios Fiscales. . 
Gómez, L. I. (2014). Control Fiscal y la Gestión de las Entidades Fiduciarias. . Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia. 
Informe del Comité Fiscal y Financiero de la Comunidad Económica Europea de 1962 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Concepto No 1-2015-062376 del 6 de agosto 
de 2015. 
Rengifo, G. E. (2012). La fiducia mercantil y pública en Colombia. . Bogotá: Universidad 










• Sala de Servicio y Consulta Civil del Consejo de Estado, Concepto del 5 de 
septiembre de 2018, exp. 2386, CP: Édgar González López. 
 
• Sentencia de Unificación (2020-CE-SUJ-SP-001) del 25 de febrero de 2020, exp. 
22473, CP: William Hernández Gómez. 
 
• Sección Cuarta. Sentencia del 22 de febrero de 2018, exp. 22536, CP: Stella 
Jeannette Carvajal Basto.  
 
• Sección Cuarta. Sentencia del 3 de mayo de 2018, exp. 23378, CP: Stella 
Jeannette Carvajal.  
 
• Sección Cuarta. Sentencia del 31 de mayo de 2018, exp. 22388, CP: Milton 
Chávez García. 
 
• Concepto de la Sala de Servicio y Consulta Civil del 13 de mayo de 2015, exp. 
2222, CP: Álvaro Namén Vargas 
 
• Sección Tercera. Subsección B. Sentencia del 20 de febrero de 2014, exp. 45310, 
CP: RAMIRO DE J.P.G. 
 






• Sección Tercera, Sentencia del 13 de julio de 2016, exp. 55080. 
 
• Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, Concepto del 4 de marzo 
de 1998, exp. 1074, CP: César Hoyos Salazar. 
 
• Sección Cuarta. Sentencias del 25 de marzo de 2021, exp. 23290, CP: Stella 
Jeannette Carvajal. 
 
• Sección Cuarta. Sentencia del 9 de mayo de 2013, Exp. 19022, C.P. Martha 
Teresa Briceño de Valencia. 
 
• Sección Cuarta. Sentencia del 25 de febrero de 2020, exp. 22473, CP: William 
Hernández Gómez. 
 
• Sección Cuarta. Sentencia del 25 de marzo de 2012, exp. 23328, CP: Myriam 
Stella Gutiérrez. 
 
• Sección Cuarta. Sentencia del 18 de marzo de 2021, exp. 23207, CP: Stella 
Jeannette Carvajal. 
 
• Sección Cuarta. Sentencia del 15 de abril de 2021, exp. 23718, CP: Myriam Stella 
Gutiérrez. 
 
• Sección Cuarta. Sentencia del 15 de abril de 2021, exp. 23635, CP: Milton Chávez 
García 
 
• Sección Cuarta. Sentencia del 3 de diciembre de 2020, exp. 22472, CP: Julio 












• Sentencia C-1153 de 2008 




Constitución Política de Colombia 1991 
Decreto 1547 de 1984  
Decreto 222 de 1983 
Decreto 3461 de 2007 
Decreto 919 de 1989 
• Decreto 4702 de 2010 
• Decreto 399 de 2011 
• Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo del Interior nro. 1066 de 
2015 
• Ley 1106 de 2006 
• Ley 80 de 1993 
• Ley 143 de 1994 





• Ley 418 de 1997  
• Ley 104 de 1993 
• Ley 241 de 1995 
• Ley 548 de 1999 
• Ley 708 de 2001 
• Ley 782 de 2002 
• Ley 1118 de 2006 
• Ley 1150 de 2007 
• Ley 1421 de 2010 
• Ley 1286 de 2009 
• Ley 1537 de 2012 
• Ley 1558 de 2012 
• Ley 1738 de 2014 
• Informe de Ponencia para Segundo Debate al Proyecto de Ley 24 de 2006 
Senado, 107 de 2006 Cámara. 
• Código de Comercio 
Circulares 
 








Rodríguez, Azuero. Sergio. Fiducia Francesa y Colombia. Incorpora la historia de la 
fiducia. En Vista de La ley francesa sobre fiducia y su relación con la fiducia en 
Colombia (pucp.edu.pe). ABRIL 30-2021 9:10AM. En la base de datos La ley 
francesa sobre fiducia y su relación con la fiducia en Colombia – DOAJ.  
